Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 13:37). 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«El doctor Alvaro Villar, director del Hospital Maciel, solicita una reunión a los efectos de tratar 
el tema de la regulación de la psicocirugía». 


En lo personal, me interesa conocer la nueva sala de salud mental que tiene el Hospital 
Maciel y quizás podríamos aprovechar para hacer una visita y escuchar el planteo que el director 
quiere hacer sobre la psicocirugía. 


«Se recibió un correo electrónico del Ministerio de Salud Pública, adjuntando la Resolución 
Ministerial n.* 557, relativa a la inclusión del sistema Braille en el rotulado de medicamentos». 


Recuerdo a los señores senadores que esta es la respuesta a una solicitud que hicimos al 
ministerio con respecto al planteo que habíamos recibido en la comisión, de parte del señor senador 
García, porque sabíamos que se estaba elaborando una resolución ministerial. 


SEÑOR GARCÍA.- Antes de emitir esta resolución, el señor ministro tuvo la deferencia de llamarme y 
me planteó la posibilidad de hacer un grupo de trabajo. También me trasmitió la intención de encontrar 
la forma, a través del trabajo de esta comisión, de sortear los obstáculos que pudieran presentarse. 
Aclaro que tengo una posición positiva con respecto a esto porque, obviamente, fui quien presentó el 
proyecto de ley pero, además, entiendo que el ministro también lo comparte. La idea es que en este 
grupo de trabajo se pueda hacer una discusión previa del proyecto de ley, para luego traerlo aquí. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso fue lo que también nos trasmitió el señor ministro e, incluso, intentar 
encontrar algunas salidas posibles. Creo que lo que podemos ofrecer es que esta asesoría quede en 
cualquiera de los integrantes de esta comisión para el caso de que se crea necesario complementar 
con alguna información por nuestra parte. También, en su momento, manifestó que no descartaba la 
posibilidad de involucrar a algún integrante de esta comisión. 


Dese cuenta de otro asunto entrado. 
(Se da del siguiente). 


—Exposición escrita presentada por el señor representante Nicolás Olivera, relacionada con 
las acciones necesarias para regularizar la situación de los funcionarios del servicio de Pasos de 
Frontera —dependientes del Ministerio de Defensa Nacional del puente General Artigas, que une las 
ciudades de Paysandú y Colón. 


Ya fue repartida: por correo electrónico y en papel. 


SEÑOR GARCÍA.- Antes de ingresar a la consideración del proyecto de ley sobre salud mental, me 
gustaría plantear la convocatoria de los ministros de salud pública y de economía y finanzas, junto con 
sus equipos, así como de la entidad que nuclea a las instituciones mutuales; no recuerdo su nombre en 
este momento pero creo que quien está ejerciendo de vocero en nombre de todas ellas es el contador 
Daniel Porcaro. 


Mi solicitud se debe a la necesidad de considerar la situación planteada con respecto al 
financiamiento del sistema de salud y a la estipulación del monto de las cápitas que se pagan a cada 
mutualista por los pacientes atendidos, en virtud de algo que es de conocimiento público, es decir, el 
déficit operativo que están teniendo las mutualistas, sobre todo en Montevideo. En la capital, 
prácticamente el 80 % de las mutualistas está en situación deficitaria, en rojo operativo, lo que tiene 
una consecuencia inmediata y es lo que nos preocupa. No se trata simplemente de un tema económico 
financiero sino que, además, tiene como consecuencia el deterioro de la calidad asistencial. Las 
consecuencias de todo esto son lo que más nos preocupa, sobre todo teniendo en cuenta que las 
mutualistas atienden a casi las dos terceras partes de los uruguayos. 


En definitiva, solicito esta convocatoria, en primer lugar, por una cuestión de carácter 
procesal. Me parece que sería interesante recibir a las instituciones a los efectos de escuchar un 
planteo que ya se ha hecho público. Asimismo, ha habido reuniones con el Poder Ejecutivo de las que 
nos hemos enterado en estas últimas horas. 


Posteriormente y en forma inmediata, con la información que cada senador obtenga, se podrá 
citar a ambos ministerios para tratar un tema que es un poco el centro del sistema de salud, es decir, 
su financiamiento. Obviamente, después podremos hablar sobre el déficit del Fonasa, porque es 
interesante la discusión al respecto, pero este sería el orden: el déficit operativo de las mutualistas, el 
déficit del Fonasa y, en ambos planteos, la vinculación que existe con los Ministerios de Salud Pública 
y de Economía y Finanzas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Me parece totalmente válida la propuesta del señor senador García a fin de 
interiorizarnos de un tema que nos preocupa porque abarca a gran parte de la población. Sugeriría 
recibir a las autoridades del mutualismo —tal vez la semana próxima-— para recabar toda la información, 
ya que tenemos conocimiento de que se están procesando distintos diálogos entre ambos ministerios y 
estas autoridades. 


Por tanto, podríamos recibir al mutualismo en primera instancia y, a posteriori, analizar los pasos a 
seguir. De pronto tengamos en el camino alguna información sobre los avances de estos días. 


Estamos de acuerdo, entonces, con el planteo de convocar al mutualismo, si se puede la 
semana que viene, y resolver después en la comisión los pasos a seguir. 


SEÑOR BIANCHI.- Comparto la propuesta de convocar a los representantes de las mutualistas, 
porque la preocupación es muy grande. Todos sabemos que con las cápitas que hoy se pagan se 
produce un déficit operativo muy importante, y lejos de pensar en incrementarlas se piensa en 
disminuirlas. Entendemos que es un tema muy complicado no solo para el mutualismo sino para la 
salud, teniendo en cuenta la complementación que se da entre las mutualistas y ASSE: muchos de los 
servicios de salud hoy los están prestando las mutualistas; y entiendo que ahora esa ayuda de las 
mutualistas a los hospitales, sobre todo en el interior del país, se vería resentida. 


Este fin de semana hemos realizado una gira con el ministro y se han firmado muchos 
convenios tanto de emergencias como de maternidades y demás. Como decía, la situación económica 
de las mutualistas no solo incide en la atención mutual, sino también en la de ASSE que, en el interior 
del país, es fundamental. 


SEÑOR GARCÍA.- Con respecto al planteo que hacía el señor senador Carámbula, puedo decir que 
seguiría el siguiente criterio: realizar las dos convocatorias aunque, de pronto, después no se tenga 
que ejecutar la segunda parte. Eso lo valoraríamos. 


Estamos hablando de un sistema totalmente regulado. No se trata de un sistema donde el 
sector mutual tenga alguna incidencia en el costo de las cápitas, pues estas se fijan 
administrativamente por parte del Poder Ejecutivo. Creo que la señal a dar es que estamos interesados 
en el tema —a todos nos preocupa- y, por lo tanto, deberíamos citar a las dos partes: a los efectores y a 


los administradores; en este caso, al mutualismo y al ministerio. Si luego de recibir al mutualismo 
vemos que por alguna circunstancia todo se resuelve -¡ojalá que así sea!-, valoraríamos cómo 
seguimos. Pero de no procederse así, se daría la impresión de que solo se trata del mutualismo, 
cuando aquí lo importante es la voz del Poder Ejecutivo, que es quien fija los montos. 


SEÑOR CARÁMBULA.- No tengo objeción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si les parece, a través de la secretaria se realizaría la convocatoria a las 
instituciones. 


Para la próxima reunión, les estaría proponiendo que diéramos continuidad a la discusión del 
proyecto de ley, y que al finalizar, el mismo martes —fijemos una hora prudencial como para ello-, 
tengamos la participación de las instituciones. En base a eso, proporcionándole toda la información al 
Ministerio de Salud Pública estaríamos —en ese orden— convocando a las autoridades de la salud. 
Tengo entendido que en estas horas ha habido algunas reuniones y, por tanto, estaríamos pidiéndole al 
ministerio que nos fuera facilitando la información en estos días. 


SEÑOR GARCÍA.- Si tuviéramos que realizar más reuniones por semana para seguir con el análisis 
del proyecto de ley y en forma paralela recibir otro día a las autoridades, por mi parte no tendría ningún 
inconveniente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si les parece bien, tomaríamos la propuesta y la ajustaríamos con secretaría 
a fin de realizar la convocatoria ese día u otro en la misma semana. 


Consulto si podemos seguir manteniendo este horario de las 13 y 30 el martes. 
(Apoyados). 


—Tendríamos que ver hasta qué hora sería posible sesionar el martes próximo, 9 de agosto. 
Pienso que podríamos seguir con la consideración del proyecto de ley y darnos unos cuarenta minutos 
para recibir a las instituciones. Dentro de ese margen nos podríamos mover con secretaría. 


La convocatoria sería, entonces, para las 13 y 30 horas. 
(Apoyados). 


Vamos a ver en qué habíamos quedado, qué debemos ir arreglando y los deberes que 
llevaron algunos integrantes de esta comisión. 


(Hilaridad). 


—Por secretaría se nos informa que habían quedado pendientes los artículos 1.%, 3.9, 5.%, y el 
acápite del artículo 6.”. 


Léase el artículo 1.2 con las modificaciones propuestas en la reunión del martes próximo 
pasado. 


(Se lee). 


«Artículo 1.” (Objeto).- La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho a la protección de 
la salud mental de los habitantes del país, con una perspectiva de respeto a los derechos humanos de 
todas las personas y particularmente de aquellas con trastorno mental, en el marco del Sistema 
Nacional Integrado de Salud. Sus disposiciones son de orden público e interés social». 


SEÑOR CARÁMBULA.- A este planteo que habíamos visto la semana pasada o la otra, estaríamos 
proponiendo que en la definición «La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho a la protección 
de la salud mental de los habitantes» se mantenga el término «residentes», para que, según la 
fundamentación jurídica, abarque a aquellas personas extranjeras. Entonces, diría: «habitantes y 
residentes del país, con una perspectiva de respeto a los derechos humanos», y después el texto 
seguiría tal cual está. 


SEÑOR GARCÍA.- Con respecto a ese planteo, me parece redundante decir «habitantes y residentes», 
pero no voy a hacer cuestión de esto. 


Lo otro es que el centro está vinculado al artículo 2.%, pues se trata de la definición con 
respecto a la calificación del «trastorno mental». Me adelanto a decir que en el artículo 2. hay una 
definición de «salud mental» y que después, por otro lado, va a haber alguna otra definición. Me parece 
que hay que aclararlo de entrada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me dice la secretaria que ya habíamos buscado una solución durante la 
discusión del tema. 


En el punto 2 íbamos a colocar todo el tema relativo a la definición de trastorno mental. 
Entonces, pregunto al respecto si esa solución ya la tenemos. 


Lo de residentes, si no recuerdo mal, va en el sentido de aquellos casos que podemos tener 
de quienes por ejemplo están en trámite de obtener una ciudadanía. Si se quitara lo de residentes, 
estaríamos dejándolos afuera de una atención. Por eso se había colocado «habitantes y residentes», 
porque abarca absolutamente a todos. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Aclaro que en cuanto a lo de habitantes y residentes yo también tenía la 
misma impresión que el señor senador García, pero me lo explicaron jurídicamente en el sentido de 
que es más abarcativo y que no deja a nadie afuera. 


Con respecto a la definición de «trastorno mental», queremos agregar, a lo que se planteaba, 
la definición de la OMS. Hemos consultado a los expertos en el tema y nos han dicho que es lo más 
abarcativo. Se define el «trastorno mental» como «la existencia de un conjunto de síntomas y 
conductas clínicamente reconocibles asociado en la mayoría de los casos con el malestar y con la 
interferencia con el funcionamiento personal. La desviación social o el conflicto, tomados aisladamente 
y sin estar ligados a disfunciones personales, no deberían incluirse en la noción de trastorno, tal como 
como se la define aquí». Reitero: esta es la definición de la OMS dada en 1992. 


De acuerdo con lo que consultamos a psiquiatras y a la gente que trabaja en este tema, esa 
es la definición más abarcativa y no dejaría afuera ninguna de las patologías que, incluso en la 
comisión, se ha planteado que podrían no quedar contempladas. 


Esta definición abarca al conjunto de patologías globalizadas en el concepto de trastorno 
mental. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase cómo quedaría el artículo 1.?. 
(Se lee:) 


«ARTÍCULO 1.” (Objeto).- La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho a la 
protección de la salud mental de los habitantes residentes en el país, con una perspectiva de respeto a 
los derechos humanos de todas las personas y particularmente de aquellas con trastorno mental, en el 
marco del Sistema Nacional Integrado de Salud. Sus disposiciones son de orden público e interés 
social». 


—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2.*. 


(Se lee:) 


«ARTÍCULO 2. * (Definición)- A los efectos de la presente ley, se entiende por salud mental un 
estado de bienestar en el cual la persona es consciente de sus propias capacidades, puede afrontar las 
tensiones normales de la vida, trabajar de forma productiva y fructífera, y es capaz de hacer una 
contribución a su comunidad. 


Dicho estado es el resultado de un proceso dinámico, determinado por componentes históricos, 
socio-económicos, culturales, biológicos y psicológicos. 


La protección de la salud mental abarca acciones de promoción, prevención, tratamiento y 
rehabilitación, encaminadas a crear las condiciones para el ejercicio del derecho a una vida digna de 
todas las personas, y particularmente de aquellas con trastorno mental. 


Se define el trastorno mental como la existencia de un conjunto de síntomas y conductas 
clínicamente reconocibles, asociado en la mayoría de los casos con el malestar y con la interferencia 
con el funcionamiento personal. La desviación social o el conflicto tomados aisladamente y sin estar 
ligados a disfunciones personales, no deberían incluirse en la noción de trastorno». 


—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3.*. 
(Se lee:) 


«ARTÍCULO 3.” (Principios rectores).Son principios rectores de la protección de la salud 
mental, concebida como inseparable de la protección integral de la salud: 


La promoción, con énfasis en los factores determinantes del entorno y los estilos de vida de la 
población. 


La orientación preventiva, integral y de contenido humanista de la atención. 
Cc) La cobertura universal, la accesibilidad y la sustentabilidad de los servicios. 


d) La equidad, continuidad y oportunidad de las prestaciones. 


e) La calidad integral del proceso asistencial que, de acuerdo a normas técnicas y protocolos de 
atención, respete los principios de la bioética y los derechos humanos de las personas usuarias de los 
servicios de salud. 


f) El reconocimiento de la persona en su integralidad y singularidad biopsicosocial. 


9) El logro de las mejores condiciones posibles para la preservación, mejoramiento e inserción 
social de la persona. 


h) La presunción de que el estado de la persona con trastorno mental es modificable. 


i) La presunción de la existencia de capacidad y de la ausencia de riesgo para la persona y 
para terceros. 


j) La vinculación de la salud mental al efectivo ejercicio de los derechos al trabajo, a la 
vivienda, a la educación, a la cultura y a un medio ambiente saludable. 


k) Los demás principios rectores y objetivos del Sistema Nacional Integrado de Salud, 
determinados en los artículos 3 y 4 de la Ley Nro. 18.211 de 5 de diciembre de 2007, que sean 
aplicables». 


—En consideración. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Hemos visto el material de la Institución Nacional de Derechos Humanos que, 
sinceramente, ha hecho un aporte muy serio y estudiado de cada uno de los puntos. Ellos hacen 
especial hincapié en que los principios rectores de la ley deben ser centrales, sobre todo, algún párrafo 
que luego vamos a leer. 


Por tanto, planteamos alterar el orden de los literales. Entonces, solicitamos que el punto f) de 
la propuesta de la Sociedad de Psiquiatría pase al primer lugar de los principios rectores. El punto f) 
habla de reconocer a la persona de manera integral, considerando sus aspectos biológicos, 
psicológicos, sociales y culturales como constituyentes y determinantes de su unidad singular. 
Planteamos que ese sea el punto a) porque allí tenemos la definición exacta de cómo debemos 
considerar a la persona de manera integral. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Hay acuerdo con la propuesta? Si es así, continúa con el uso de la palabra 
el senador Carámbula. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Y en el punto b), que también aporta la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, luego de la definición del literal a), hay que subrayar el concepto de la dignidad del paciente. 
Hay un párrafo que pasaría a ser el literal b) que dice lo siguiente: «La dignidad humana y los principios 
de derechos humanos constituyen el marco de referencia primordial de todas las medidas de carácter 
legislativo, judicial, administrativo, educativo, y de cualquier otra índole y en todos los ámbitos de 
aplicación que guarden relación con la salud mental». Nos parece que el primer párrafo habla de la 
persona de manera integral y el segundo de la dignidad humana como piedra angular del proyecto. Y 
luego seguiría el artículo con la redacción tal como está. Al final habría una modificación en cuanto a la 
presunción de que el estado de la persona con trastorno mental es modificable. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Los miembros de la comisión están de acuerdo con el literal b) que 
propone el senador Carámbula? 


Léase la propuesta planteada por el senador Carámbula para que figure como literal b). 


(Se lee). 


«La dignidad humana y los principios de derechos humanos constituyen el marco de 
referencia primordial de todas las medidas de carácter legislativo, judicial, administrativo, educativo y 
de cualquier otra índole y en todos los ámbitos de aplicación que guarden relación con la salud 
mental». 


SEÑOR CARÁMBULA.- Está planteado como un principio rector de la ley. Reafirma un concepto que 
es la dignidad de la persona. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 3.2 con las modificaciones realizadas, excepto el literal h) 
que pasa a ser j). 


(Se lee). 


«Artículo 3.* (Principios rectores).- Son principios rectores de la protección de la salud mental, 
concebida como inseparable de la protección integral de la salud: 


Reconocer a la persona de manera integral, considerando sus aspectos biológicos, psicológicos, 
sociales y culturales como constituyentes y determinantes de su unidad singular. 


La dignidad humana y los principios de derechos humanos constituyen el marco de referencia 
primordial de todas las medidas de carácter legislativo, judicial, administrativo, educativo y de cualquier 
otra índole y en todos los ámbitos de aplicación que guarden relación con la salud mental. 


La promoción, con énfasis en los factores determinantes del entorno y los estilos de vida de la 
población. 


La cobertura universal, la accesibilidad y la sustentabilidad de los servicios. 
La equidad, continuidad y oportunidad de las prestaciones. 


La calidad integral del proceso asistencial que, de acuerdo a normas técnicas y protocolos de atención, 
respete los principios de la bioética y los derechos humanos de las personas usuarias de los servicios 
de salud. 


El logro de las mejores condiciones posibles para la preservación, mejoramiento e inserción social de 
la persona. 


el estado de la persona con trastorno mental es modificable». 
— En consideración. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Todo este proyecto de ley tiene una fundamentación de un enfoque 
interdisciplinario de la salud mental. Entonces, creo que el literal f), que refiere a la calidad integral del 
proceso asistencial, debería agregar «con enfoque interdisciplinario» y luego seguiría tal cual está 
redactado, esto es: «de acuerdo a normas técnicas y protocolos de atención, respete los principios de 
la bioética y los derechos humanos de las personas usuarias de los servicios de salud». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los literales h) e ¡) del artículo original los dejamos en suspenso y votamos 
el artículo 3.* hasta el nuevo literal h). 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 4.2 tal como quedará redactado. 


(Se lee). 


«Artículo 4” (Principio de no discriminación). 


No se presumirá trastorno mental sin base en un diagnóstico profesional aceptado por la 
comunidad científica y nunca en consideración exclusiva a: 


a) Estatus político, socio-económico o pertenencia a un grupo cultural, racial o religioso. 


b) Solicitudes familiares o laborales. 


c) Falta de conformidad o adecuación con los valores prevalentes en la comunidad en que 
vive la persona. 


d) Orientación sexual o identidad de género. 


e) Mera existencia de antecedentes de tratamiento u hospitalización». 


— Se quita el literal f) y sube el acápite. 


En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 5.*. 


(Se lee). 


«Artículo 5.*. (Consumo problemático de sustancias psicoactivas): El consumo problemático 
de sustancias psicoactivas, legales o ilegales, será abordado en el marco de las políticas de salud 
mental, de acuerdo a lo que establezca la reglamentación». 


—Léase nuevamente el artículo 5.%, con las modificaciones propuestas. 


(Se lee). 


«Artículo 5.*.- (Consumo problemático de sustancias psicoactivas): El consumo problemático 
de sustancias psicoactivas será abordado en el marco de las políticas de salud mental». 


—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 

—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el acápite del artículo 6.*. 

(Se lee). 

«Artículo 6.”. (Derechos): La persona con trastorno mental tiene derecho a:» 
—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el literal q), del artículo 6.?, con la modificación propuesta. 
(Se lee). 


—«q) Que se preserve su identidad y a no ser identificada o discriminada por un trastorno 
mental actual o pasado». 


—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 9.*. 

(Se lee). 


—«Artículo 9” (Formación profesional): El Ministerio de Salud Pública desarrollará 
recomendaciones dirigidas al conjunto de instituciones públicas y privadas vinculadas a la formación de 
profesionales de las disciplinas que participan en la atención de la salud mental, para que sus 
actividades educativas se ajusten a los principios, políticas y dispositivos que se establezcan en 
cumplimiento de la presente ley, con especial énfasis en la perspectiva de derechos humanos y salud 
mental. 


Asimismo, promoverá instancias de capacitación y actualización para profesionales en base a 
los mismos criterios». 


—En consideración. 


SEÑOR GARCÍA.- Aquí hay un problema y es que este artículo puede chocar con la autonomía 
universitaria y con la libertad de cátedra. Si el Ministerio de Salud Pública tiene la obligación de 
desarrollar «recomendaciones dirigidas al conjunto de instituciones públicas y privadas vinculadas a la 
formación de profesionales», etcétera, estará ejerciendo recomendaciones sobre instituciones que 
tienen autonomía legal. Por ejemplo, podría mencionar a la Universidad de la República, que forma 


psiquiatras, psicólogos o médicos en general, al igual que otras instituciones, tanto en el ámbito público 
como en el privado. Al mismo tiempo, colide con la libertad académica, con la libertad de cátedra que 
tienen los profesionales y los docentes que desarrollan su actividad en estos institutos. 


Entiendo la voluntad del artículo, pero no solo es necesaria la voluntad sino que también hay 
que respetar la ley y el Poder Ejecutivo no puede hacer recomendaciones sobre la formación 
académica a instituciones que, por ley, tienen autonomía de este poder y a docentes que tienen 
libertad de cátedra. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Yo creo que todos los formados en esta casa de estudios somos unos celosos 
defensores de la autonomía. La autonomía universitaria es para nosotros un tema de principios. 


Hablando de una forma de expresar esto, pensamos que está claro —y lo pensamos también 
para el Sistema Nacional Integrado de Salud— que una de las preocupaciones que debe tener siempre 
el Ministerio de Salud Pública para el desarrollo del ese sistema es la formación en recursos humanos 
para interpretar y desarrollar mejor el sistema nacional. 


Pienso que, por el hecho de que el ministerio se preocupe por la formación de los recursos 
humanos, no afecta la autonomía de la casa de estudios, en este caso, de la Facultad de Medicina, 
que tiene su plan de estudios, que lo vota el consejo, el claustro y las asambleas, es decir, todo lo que 
tiene que ver con la vida universitaria. Pero no le quita al Ministerio de Salud Pública pensar, y hay que 
ver cuánto altera o violenta la autonomía la palabra «recomendar». 


Yo creo que el organismo rector de la salud tiene todo el derecho a decir: precisamos 
recursos humanos con estas características, sobre todo cuando hay una apuesta a un cambio de 
modelo, ejemplos de atención primaria o de salud mental, u otras orientaciones que se toman en 
función del modelo del sistema. 


En principio, me parece que el hecho de que se desarrollen recomendaciones, la universidad 
las tomará o no. Esa es su autonomía y, en definitiva, es lo que defendemos. Pero entiendo que es 
facultad del Ministerio de Salud Pública sugerir, desarrollar, expresar recomendaciones en la formación 
de recursos para esto. 


Entonces, ante la inquietud que plantea el señor senador García, sugiero que consultemos. Si 
hay algo de lo que debemos ser celosos es de ese principio. Me da la impresión —tal vez podamos 
buscar alguna forma de redacción— de que no estamos violentando la autonomía universitaria tal como 
está redactado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Mi planteo va en la misma lógica que la del señor senador. Yo creo que la 
propia autonomía universitaria está en aceptar o no las recomendaciones que puedan realizársele. Es 
más, me consta que hay formación y capacitación que actualmente surge a través del Ministerio de 
Salud Pública en el marco de la propia ley del Sistema Nacional Integrado de Salud, que tuvo que 
realizar distintas capacitaciones. Me parece que no la daña, justamente, por la palabra 
«recomendación». Sí dañaría si esa palabra no estuviera. 


SEÑOR GARCÍA.- Entiendo lo que ustedes plantean, pero en la recomendación dada a una institución 
de enseñanza por un organismo, en este caso el Ministerio de Salud Pública, que a su vez ejerce un 
poder disciplinario sobre los profesionales, y un poder económico sobre las instituciones donde ejercen 
los profesionales —porque es administradora de los recursos económicos que financia—, termina siendo 
una recomendación que más vale seguir, y que más que recomendación termina siendo una orden 
debido al poder ulterior que tiene esta institución sobre el control del ejercicio de los profesionales que 
se forman en esas instituciones. 


Entonces, cuando en la práctica atrás hay un cuerpo activo, la recomendación es algo más 
que eso. 


Vemos el caso del Sistema Nacional Integrado de Salud, por ejemplo, cuando el Ministerio de 
Salud Pública, cumpliendo con su deber legal, dice que necesita más anestesistas. Ya hemos vivido 
casos así. Entonces, la Escuela de Graduados de la Facultad de Medicina amplía el cupo porque hay 
una necesidad. 


Pero otra cosa es en la formación de los anestesistas, es decir, cuál es el perfil que debería 
tener. Allí ya no se entromete el Ministerio de Salud Pública. Simplemente dice que necesita más 
profesionales porque hay carencia en el Uruguay. Y otra cosa es que diga que se forme con las 
materias que tienen actualmente y, además, con estas y estas otras, es decir, recomienda y después 
los va a contratar. 


Entonces, me parece que la «recomendación» en este artículo no corresponde en lo que 
significa la formación de los profesionales en un régimen en donde impera la autonomía de los 
institutos de enseñanza a todo nivel, pero específicamente universitario y terciario. Al mismo tiempo, 
hay algo tan importante como la libertad de cátedra que tienen los docentes para formar en lo que 
ellos, con libertad, consideran oportuno de acuerdo con su profesionalidad, y después el estudiante 
universitario discierne con su capacidad. 


SEÑORA XAVIER.- No tengo la misma interpretación que el señor senador García. Creo que, por un 
lado, la referencia a las instituciones públicas y privadas es a las prestadoras de salud y no a las 
educativas. Sin dudas que el Ministerio de Salud Pública, más que formación hace capacitación —es el 
término más adecuado-—; eso implica una actitud y una mirada estratégica. Uno se forma en la 
educación formal y se capacita «para». En realidad, la diferencia es muy escasa, porque ambos 
suponen conocimiento. A mi juicio, capacitación implica cursos específicos para modificar una práctica. 
En ese proceso hay un carácter estratégico: se capacita para que el equipo de salud tenga mejor forma 
de traducir lo que es la prevención en salud primaria y secundaria, en educación sexual. 


Reitero que, a mi juicio, no está referida a las instituciones educativas formales, sino al 
subsector público y privado, y a que ellos estén capacitados para llevar adelante este nuevo paradigma 
de atención en salud mental. Me parece que va por ahí, pero sugiero que hagamos una profundización 
del alcance de la acepción «formación» y de la de «capacitación» y que, en todo caso, cambiemos el 
acápite dejando en claro, por si genera este tipo de confusiones, que las instituciones públicas y 
privadas son las prestadoras de salud y no las formadoras de los niveles educativos. Obviamente, 
sería deseable que al currículum médico le incorporaran este nuevo paradigma en la formación y en el 
resto de los currículos de los equipos de salud. 


SEÑOR GARCÍA.- Simplemente quiero agregar un detalle. 


Aquí, a texto expreso, se habla de «de instituciones públicas y privadas vinculadas a la 
formación de profesionales», no de las prestadoras. Acá está hablando justamente de la Universidad 
de la República, de la Universidad del Claeh y de alguna otra. Como diría un abogado, es indubitable 
que está dirigido a las instituciones de formación académica, y por eso refuerzo el argumento de que 
esto —-cada vez me convenzo más-— es violatorio de la autonomía y de la libertad de la cátedra. 


SEÑOR GARÍN..- Percibo que aquí claramente se está pensando en que el Ministerio de Salud Pública, 
como se dice aquí, desarrollará recomendaciones. Creo que se está tratando de buscar que el 
Ministerio de Salud Pública exprese cuáles son las necesidades que tiene en los centros de formación 
terciaria para que los prestadores de salud puedan brindar los servicios más adecuados para la salud 
mental. 


Entiendo que el Ministerio de Salud Pública, al ser el responsable de llevar adelante la política 
pública, tiene la oportunidad de brindar recomendación. Tal vez «recomendación» puede ser 
imperativo, pero no encontramos en recomendar un mandato imperativo. Quizás tengamos que buscar 
una solución en donde el Ministerio de Salud Pública pueda dar señales a los centros educativos para 
que formen a las profesionales en la necesidad de brindar la atención que se pretende alcanzar. 


Me da la sensación de que el señor senador García encuentra en la «recomendación» el 
vocablo que en última instancia lo hace llevar a su reflexión de invadir autonomía. 


Lo ideal sería encontrar un vocablo alternativo a «recomendación», pero dando la oportunidad 
a que el Ministerio de Salud Pública pueda expresarse en relación a cuáles son los profesionales que 
precisa. A la luz de ese nuevo vocablo, sería deseable que las instituciones tomen eso como una señal 
y luego, libremente, en el marco de su autonomía, lleven adelante los procesos educativos que les 
corresponda. 


Entiendo que debería decirse: «Sugerirá recomendaciones o indicará necesidades». 


SEÑOR BIANCHI.- Sobre este artículo propondría hacer una consulta a los representantes de las 
universidades para ver qué opinan. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que todos tenemos claro el concepto de autonomía. Según entendí, la 
propuesta de la señora senadora Xavier era modificar el acápite. Si cambiamos la palabra «formación» 
por «capacitación» pensamos que se estaría solucionando ese problema que, insisto, no creo que esté 
violentando la autonomía de la Universidad. Inclusive, cursos y capacitaciones que se están dando hoy 
por hoy a nivel de enfermería o de otras disciplinas y que está brindando el propio Ministerio, estarían 
violentando el tema de la autonomía, ya sea pública o privada. 


SEÑOR GARCÍA.- Entiendo lo que dice la señora presidenta; en el fondo, no cambia nada. Ahora 
bien; si son instituciones que dependen del Ministerio de Salud Pública, no son autónomas. En este 
caso estamos hablando de instituciones que son independientes, que son autónomas del Ministerio de 
Salud Pública, como lo son aquellas —tanto públicas como privadas— que forman a los especialistas en 
estas ramas. Por otro lado, hay una libertad mayor que es la del docente que establece qué perfil le da 
a su docencia. 


Tal como está planteado este artículo, no lo voy a acompañar. Me parece que es el mismo 
can con distinta correa. 


SEÑOR CARÁMBULA.- En esta Comisión estuvieron los representantes de la Facultad de Medicina, 
concretamente, de las Cátedras de Psiquiatría y de Psiquiatría Pediátrica. Saludaron al proyecto como 
un cambio de modelo, de paradigma y plantearon su acuerdo con la regulación de una visión integral. 
Aceptan un cambio de paradigma fundado en un sistema de derechos humanos y ponen énfasis en la 
autonomía, privacidad y atención. Estos son los comentarios que hicieron los delegados de la Facultad 
de Medicina, representados por dos cátedras y por otros representantes, respecto a este proyecto de 
ley. 


Nadie es más celoso de la autonomía que nosotros; hacemos de ello —como ya lo expresé— 
un tema de principios. Entiendo que aquí el país apunta a una ley de protección de derechos en un 
tema como la salud mental, que viene rezagada y que tiene que dar un salto en la calidad, desde la 
visión del paciente, del Ministerio, de las cátedras, hasta de la formación de los profesionales. A mi 
entender, se estaría planteando una contradicción. Sería muy diferente si el Ministerio de Salud Pública 
interviniera directamente en los planes de estudio de la Facultad de Medicina. Dicha casa de estudios 
tiene todos sus mecanismos y cambió ahora el plan de estudios, justamente, en función de una 
perspectiva de un sistema integral de asistencia de atención primaria, con una concepción de carácter 
nacional que implica el Sistema Nacional de Salud y un cambio de modelo en la atención primaria. 
Nadie le dijo a la Facultad de Medicina cómo tiene que formar los médicos ahora, lo hace en su propio 
proceso democrático. 


El organismo rector de la salud pública nacional, que es el Ministerio de Salud Pública, está 
propiciando a nivel legislativo y de toda la sociedad, una ley de salud mental y es natural que esta 
cartera desarrolle recomendaciones de cómo deben ser los profesionales que trabajen en la salud en 
los próximos tiempos, fundamentalmente, en el área de la salud mental. 


Por tanto, entiendo que esto de ninguna manera viola la disposición formativa. Es como si el 
Ministerio de Salud Pública no acompañara al Colegio Médico o a la facultad en la formación médica 
continua. El Ministerio de Salud Pública, en pautas generales, debe recomendar todo tipo de 
actividades que generen la formación médica continua. Eso es parte fundamental del avance de la 
salud. 


Entonces, el planteo del senador García tiene la mejor intención de defender principios tan 
caros para todos nosotros, pero digo que aquí no hay colisión con la autonomía universitaria. Me 
reafirmo en este concepto. 


SEÑOR GARCÍA.- Tengo la percepción exactamente contraria. La recomendación para que cierta 
formación se ajuste a determinados criterios es notoriamente violatoria de la autonomía universitaria. 
Más se argumenta, más me convenzo, porque basta la lectura lineal de la propuesta. La 
recomendación de un organismo del Poder Ejecutivo para que una institución de formación autónoma 
se ajuste a esos criterios, es violatoria de la autonomía de la universidad, por más que hayan venido 
aquí todas las autoridades universitarias. Pero aun así, su opinión no tiene más valor que la mía como 
universitario y senador. La redacción notoriamente toma injerencia en la formación de profesionales 
cuando la ley determina que se debe definir autónomamente, en nuestro caso, en la Universidad de la 
República, en las universidades privadas u en otras instituciones. Estamos hablando de un organismo 
que tiene poder disciplinario y económico y, por lo tanto, sus recomendaciones tienen un peso diferente 
a las que puede tener alguien que las hace desde el punto de vista vocacional. 


SEÑOR BESOZZI.- Acá se está recomendando y no imponiendo. Podríamos consultar a alguien que 
diga si estamos yendo en contra de la autonomía o no. Este tema lo miro un poco de afuera, pero 
quizás haya que cambiar el vocablo. Si lo leo fríamente parecería que se está recomendando algo que 
se podrá tomar o no. Si se hila más fino quizás veamos que quien está recomendando es quien tiene 
las potestades de los dineros, etcétera. Capaz se podría poner el vocablo «sugerir». 


SEÑORA XAVIER.- No tengo inconvenientes en cambiar el vocablo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se podría poner la palabra «aconsejará». El senador Besozzi planteaba que 
podría ser «sugerir». 


Por otra parte, habíamos acordado eliminar el vocablo «mental» luego de la palabra «salud». 
Se deja el artículo para votarlo en la próxima sesión. 

(Apoyados). 

Léase el artículo 10. 

(Se lee). 


«Artículo10 (Investigación): Se promoverá la investigación en salud mental. Toda investigación 
que se desarrolle en el campo de la salud mental que involucre a seres humanos, deberá ajustarse 
estrictamente a la normativa vigente nacional e internacional a la que adhiera el país». 


—En consideración. 
SEÑOR GARCÍA.- Creo que debería decir «adhiere» en lugar de «adhiera». 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 10 con la sugerencia del señor senador García. 


(Se vota). 


—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Pasamos al Capítulo IV, Interinstitucionalidad. 
Léase el artículo 11. 

(Se lee). 


«Artículo 11 (Coordinación): El Ministerio de Salud Pública, en coordinación con los Ministerios 
de Economía y Finanzas, Trabajo y Seguridad Social, Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, Desarrollo Social, Educación y Cultura y otros organismos competentes, promoverá planes y 
programas que favorezcan la inclusión social de las personas con trastorno mental, revisando y 
ajustando los ya existentes y creando nuevos dispositivos de integración, inserción laboral, acceso a la 
vivienda, a la educación, a la cultura, al arte y el uso del tiempo libre, entre otros aspectos que 
concurran al mismo objetivo. Los mismos deberán impulsar la mayor autonomía de las personas con 
trastorno mental y cambios culturales para evitar su estigmatización. 


Las acciones que se implementen contemplarán mecanismos de participación social, en 
particular de las organizaciones de personas con trastorno mental y de las de sus familiares». 


—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 12. 

(Se lee). 


«Artículo 12 (Capacitación e inserción laboral): Las políticas de trabajo de las personas con 
trastorno mental, incluirán: 


a) La inserción laboral de calidad y ajustada al perfil y posibilidades de sostenibilidad de la 
persona; 


b) Facilidades para el ejercicio de una actividad remunerada; 
c) Fomento de emprendimientos autónomos, cooperativas de trabajo y similares; 


d) Cursos específicos de formación laboral y profesional con certificaciones válidas en el 
mercado de trabajo abierto; talleres de sensibilización para los trabajadores en general y, especiales 
para los de empleos con apoyo y trabajo protegido, entre otras. 


Se estimulará el reintegro al lugar de trabajo de las personas que hayan tenido trastorno 
mental, promoviendo el ajuste razonable de las actividades para favorecer la reincorporación». 


—En consideración. 


SEÑOR GARCÍA.- Creo que el primer párrafo del artículo, en lugar de «Las políticas de trabajo de las 
personas con trastorno mental, incluirán», debería decir: «Las políticas de trabajo de las personas con 


trastorno mental, promoverán». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 12 con la 
modificación propuesta por el señor senador García. 


(Se vota). 

—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 13. 

(Se lee). 


«Artículo 13 (Acceso a vivienda).- Se fomentará un mayor desarrollo del Plan Nacional de 
Vivienda en apoyo a la integración a la comunidad y promoción de la autonomía de las personas con 
trastorno mental severo, que incluya: 


a) Programas que contemplen una gama de modalidades residenciales, con dispositivos 
habitacionales que contengan diferentes propuestas entre máxima protección o autonomía. 


b) Fortalecimiento de las estrategias del sistema a través de equipos interdisciplinarios de 
apoyo y referencia. 


c) Promoción de la creación de cooperativas de vivienda que integren personas con trastorno 
mental. 


Se implementarán medidas para prevenir la segregación geográfica en la asignación de 
viviendas y la discriminación en la renta». 


—En consideración. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Respecto al literal c) «Promoción de la creación de cooperativas de vivienda 
que integren personas con trastorno mental», nos parece que es más abarcativo si dice: «Promoción 
de la integración a cooperativas de vivienda que integren personas con trastorno mental». 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que el literal debe terminar en «vivienda» y eliminar «que integren 
personas con trastorno mental». Si estamos tratando de desestigmatizar a los enfermos mentales, me 
parece bien que cambiemos «creación de cooperativas» por «integración a cooperativas de 
vivienda», pero que no las delimitemos exclusivamente a personas con enfermedades mentales, sino 
que —de acuerdo con el grado de la enfermedad— formen parte de una comunidad sin necesidad de 
que sea toda una cooperativa en función de personas con determinadas patologías. 


La diferencia con lo expresado por el señor senador Carámbula es que según mi redacción el 
literal termina en vivienda. El texto sería el siguiente: «Promoción de la integración a cooperativas de 
vivienda». 


SEÑOR CARÁMBULA.- Estoy de acuerdo con la señora senadora Xavier. 
SEÑOR GARCÍA.- Comparto que se haya ampliado porque la redacción no estaba bien. 


Entiendo que puede tratarse de cooperativas o de cualquier otra figura que suponga una 
solución habitacional. Da la impresión de que hay que poner a texto expreso una figura habitacional 
jurídica, que es una cooperativa. El objetivo es la solución habitacional y no la forma jurídica. 


SEÑORA XAVIER.- No dudo de que se le pueda sumar alguna otra forma de solución habitacional. 
Creo que la finalidad de la cooperativa sugiere un espacio integrado y no un apartamento en un edificio 
de un barrio sin otro tipo de contención. La idea tiene que ver con algo más colectivo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase la definición de trastorno mental severo que figura en la exposición de 
motivos. 


(Se lee). 


«El concepto Trastorno Mental Severo, (TMS), designa un conjunto de personas que sufren 
entidades clínicas diferentes pero presentan una serie de problemas comunes, derivados de la 
discapacidad producida por la enfermedad. La delimitación de un TMS debe contemplar tres 
dimensiones: diagnóstico, que incluye fundamentalmente trastornos psicóticos; duración de la 
enfermedad: tiempo superior a los dos años; presencia de discapacidad, que se expresa en la 
existencia de una disfunción global e indica una afectación de moderada a severa del funcionamiento 
laboral, social y familiar». 


SEÑOR GARÍN.- Me gustaría poner a consideración un agregado que va un poco más allá porque, en 
realidad, plantea la inclusión de las familias que tienen niños con trastornos mentales. Hasta ahora 
hemos hablado de personas con trastorno mental que pueden acceder a la vivienda, pero en este caso 
se intentaría extender el concepto a personas menores que tienen trastornos mentales. 


En definitiva, la sugerencia sería la siguiente: «Aquellas familias con niños, niñas o 
adolescentes portadores de trastornos mentales deberán ser contempladas en las distintas 
modalidades y programas que se implementan para el acceso a la vivienda». 


SEÑORA PRESIDENTA.- A fin de ordenarnos, vamos a dar lectura al artículo 13 para ver cómo 
quedaría y finalmente poder votarlo. 


—Léase el artículo 13. 
(Se lee). 


«ARTÍCULO 13 (Acceso a vivienda). Se fomentará un mayor desarrollo del Plan Nacional de 
Vivienda en apoyo a la integración a la comunidad y promoción de la autonomía de las personas con 
trastorno mental severo, que incluya: 


a) Programas que contemplen una gama de modalidades habitacionales con dispositivos que 
contengan diferentes propuestas entre máxima protección y autonomía como son, entre otros, 
cooperativas de vivienda y Mevir. 


b) Fortalecimiento de las estrategias del sistema a través de equipos interdisciplinarios de 
apoyo y referencia. 


Cc) La inclusión de aquellas familias con niños/as y adolescentes portadores de trastornos 
mentales deberán ser contempladas en las distintas modalidades y programas que se implementen 
para el acceso a la vivienda. 


Se implementarán medidas para prevenir la segregación geográfica en la asignación de 
viviendas y la discriminación en la renta». 


—En consideración. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero sugerir que el literal que acabamos de incorporar termine en «trastornos 
mentales» y que se elimine «deberán ser contempladas en las distintas modalidades y programas que 
se implementen para el acceso a la vivienda» en función de que el acápite ya lo contiene. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 13 con la 
modificación que planteó la señora senadora Xavier. 


(Se vota). 

—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Dialogados). 

—Léase el artículo 14. 

(Se lee). 


«ARTÍCULO 14 (Inclusión educativa y cultural). El Ministerio de Educación y Cultura, en 
coordinación con el Ministerio de Salud Pública, el Ministerio de Desarrollo Social y otros organismos 
competentes, velará porque se favorezca la inserción educativa de las personas con trastorno mental y 
promoverá y facilitará el acceso de ellas a todas las actividades y expresiones culturales». 


—En consideración. 


SEÑOR GARCÍA.- Hay una palabra que me parece que no está bien: no debería decir «inserción 
educativa» sino «integración educativa», es decir, «velará porque se favorezca la integración educativa 
de las personas con trastorno mental y promoverá», etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera decir que es importante lo que dijo la Sociedad de Psiquiatría en 
torno a la protección a lo largo de todo el ciclo educativo. Entendemos por ciclo a las distintas etapas a 
las que pueda acceder la persona. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Es atendible lo que dice el señor senador García a lo que habría que agregar 
la propuesta de la Sociedad de Psiquiatría del Uruguay, que abarca también a niños y a adolescentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si hay acuerdo, tomaríamos la propuesta de establecer «integración» en 
lugar de «inserción». También habría acuerdo en la sugerencia de la Sociedad de Psiquiatria. 


SEÑORA XAVIER.- Si el nomen ¡uris es «inclusión educativa y cultural», ¿no correspondería que se 
favorezca la inclusión en lugar de la integración? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero decir que en educación no es lo mismo «inclusión» que «inserción». 
«Inserción» significa que la persona pueda incorporarse nuevamente, y no es lo mismo que « 
inclusión». Con la inserción se abarca mucho más en el sistema pero no implica incluir. Se puede 
incluir a alguien pero de ello no se puede concluir que se lo esté insertando. 


SEÑOR GARCÍA.- En aquellos colegios privados que aceptan niños con discapacidades le llaman a 
esto «integración». Así, en una clase puede haber un porcentaje de niños que tengan algún tipo de 
discapacidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el sistema público también se los inserta. 


Léase como quedaría el artículo 14. 


(Se lee:) 


«ARTÍCULO 14 (Inclusión educativa y cultural).- El Ministerio de Educación y Cultura, en 
coordinación con el Ministerio de Salud Pública, el Ministerio de Desarrollo Social y otros organismos 
competentes, velará porque se favorezca la integración educativa de las personas con trastorno mental 
y promoverá y facilitará el acceso de ellas a todas las actividades y expresiones culturales. 


En particular en el caso de niños/as y adolescentes, deberá protegerse el derecho a la 
educación a lo largo de todo el ciclo educativo, contemplando las necesidades específicas de acuerdo 
a la severidad de su trastorno y las condiciones sociofamiliares y culturales». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Por Secretaría les vamos a hacer entrega de todas las modificaciones. 


SEÑOR GARÍN.- Quizás no estuve a tiempo, pero si prospera el término «integración educativa», se le 
puede poner como nomen iuris la misma expresión al artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si hay acuerdo, así procederemos. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 15:25). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


